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gruencia y' el principio iura novit curia, de modo que
desde una perspectiva constitucional no es exigible que
los órganos judiciales ajusten sus· razonamientos a las
alegaciones que sobre las normas realicen las partes,:
sino que la lesión del derecho fundamental dependerá
de la adecuación o inadecuación apreciable entre el obje­
to del proceso, delimitado tanto por sus elementos sub­
jetivos -partes- como objetivos -causa de pedir y peti­
tum-, y el fallo o parte dispositiva de la Sentencia (STC
112/1994, fundamento jurídico 7.°, y 172/1994, fun-
damento jurídico 2.°). ' '

,4. Aplicando al supuesto aquí enjuiciado la doctrina
que acabamos de recogér, no son precisos amplios
esfuerzos argumentativos para sentar la conclusión de
que el pronunciamiento de una condena de responsa­
bilidad civil directa en contra de la entidad empleadora
de los que fueron denunciados como autores de un ilícito
penal, " absueltos como tales, sin que nadie pretendiera
tal cosa, excede de los límites 'que impone el derecho
a no quedar en·indefensión.' .

En efecto, pese a que en el texto del recurso de ape­
lación llega a afirmarse que «el guardabarreras y la propia
RENFE son responsables directos y no circunstanciales», .
frase en la que se apoya el Ministerio Fiscal para deducir
que lacondena como responsable civil directo de RENFE
fue pretendida por el perjudicado, el contexto en el que
se enmar-ca tal frase -que se refiere a las circunstancias
fácticas del caso, y no al título de imputación de quien
es objeto de la denuncia penal, el primero, '1 empleadora
del mismo. la segunda- y sus propios términos literales"
altamente imprecisos -pues no se alcanza a compren.der
qué relevancia puede tener la «circunstancialidad» o no
de tal responsabilidad-, desmienten la posibilidad de
que fuera siquiera ,imaginable que tal pretensión, exis­
tiera.Máxime si el suplico del recurso de apelaciQn explí­
citament~ solicita la, condena ·de 'RENFEcomorespon­
sable subsidiaria. '

En estas condiciones, devenía racionalmenteimpo­
sible para, la entidad recurrente en amparo prever que
fuera posible su condena como responsable civil «di­
recta» por un' ilícito penal del ,que resultan absueltos
aquéllos por cuyos actos resp.onde. Como tampoco cabe
justificar por el principio iura novit curia el que, pret~n­

dida por la víctima del accidente la condena como res­
ponsable civil subsidiaria de, la recurrente en amparo,
el órgano juz~adordecida condenarla como responsable
directa, pues ambos tipos de responsabilidad sólo pue­
den,fundar pretensiones distintas y, consiguientemente,
es inapropiada su equiparación. No se-trata pues, frente
a la opinión del Ministerio Fiscal, ae que el 'órgano enjui­
ciador califique jurídicamente la causa de pedir de modo
discordante a la propuesta y debatida por las partes,
sino que concede una pretensión"distinta a la formulada
por el recurrente en apelación, variando así, sin debate
contradictorio, el objeto del proceso. Si !avictima del
accidente, debidamente asistida.de letrado, hubiera pre­
tendido establecer la :f5sponsabilidad civil -directa de
RENFE: nªda' ie impedía acudir a la vía procesal civil
que tan juiciosamente le reservara la Sentencia del Juz­
gado de Instrucción. Pero ejercitado su derecho a denun­
ciar y a acusar en el juicio de faltas, las consecuencias
en el orden civil para' la demandante de amparo del
ilícito ~penal de sus empleados dependían, legalmente,
de su responsabilidad penal, siendo ésto, justamente,
lo pretendido en el recurso de apelación del perjudicado.
Por ello, pronunciada la absolución penal, la decisión
añadida sobre extremos ajenos al conocimiento del órga­
no jurisdiccional y adoptada sin debate procesal vulneró
en este caso el derecho de defensa d~ la recurrente,
pues no le,eraposible al juzgador otorgar cualquier cosa,
en el concreto ámbito civil a que se refier,eeste pro­
nuncimiento, sin haberse producido previamente ningún
tipo de debate contradictorio sobre los hechos que pudie-

randar lugar a la responsabilidad civil directa de RENFE,
ni, menos todavía, sobre lo que~no fue pedido en el
proceso.

5. Por estos motivos procede otorgar el amparo soli­
citado sin necesidad de' entrar a valorar la queja con­
sistente en el supuesto error patente en que incurriera
el juzgador, hasta el punto de dictar resolución no fun­
dada en Derecho. Dada la causa que motiva este otor­
gamientoí y estando limjtado el presente proceso al
extremo de la Sentencia de· apelación por la que se esta­
bleció, vulnerando el. derecho de defensa, la responsa­
bilidad civil directa de, la recurrente, debemos conse­
cuentemente limitar nuestro fallo a declarar la nulidad
de ese concreto pronuncimiento, pues un alcance más
amplip vulneraria a su vez la jntang~biHdad de la decisión
en extremos no sometidos·al conoCimiento de este Tri-

, bunal. De suerte:que, declarada la nulidad de la Sentencia
dictada en apela.ción. ha de estarse a los pronunciamien­
tos de la dictada en instancia en lo que respecta a la
responsabilidad civil. '

FALLO

En atención a tódo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACION ESPAÑOLA

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por la Red Nacional de
los Ferrocarriles Españoles y, en su virtud:'

"1.0 Reconocer a la recurrente su derecho a la tutela
judicial efectiva sin indefensión. '

2.0 Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sección
Cuarta de la Audiencia Provincial de Madrid núm.
133/93, de 12 ''de mayo, dictada en rolfo de apelación
núm. 360/92, únicamente en cuanto al pronunciamiento
por el que se condenaa RENFE en calidad de responsable
civil directo de los dpños causados.

3.° Desestimar el recurso en todo lo demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del .
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de diciembre de mil
novecientos noventa y c.inco.~José Gabaldón
López.~FernandoGarcía Mon'y González Regueral.-Ra­
~ael de Mendizabar Allende.-Julio Diego GontáleL Cam­
pos.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Fir-
mados y rubricados. '

.1487 Sala Segunda. Sentencia 190/1995, de 18
de diciembre de 1995. Recurso de amparo
2.626/1993. Contra Sentencia del Juzgado
de lo Social núm. 12 de Barcelona, recaída
en autos sobre despido, asícomo contra cuan­
tos actos procesales anteriores y posteriores

, se hayan producido en procedimiento seguido
en el referido Juzgado y en ejecución acu­
mulada por el Juzgado de lo Social núm. 30
de Barcelona. Vulneración del derecho a la
tut~/a judicial efectiva: emplazamiento edictal
lesivo del derecho.

La Sala Segunda del· Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego. González Cam­
pos, don Gtules Viver Pi-Sunyer y don Tomás 'S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado
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EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núnl. 2.626/93, promovido
por don Miguel Cruz García y representado por el Pro­
curador de los Tribulialesdon Jorge Deleito García, con­
tra la Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 12 de
Barcelona, de 31 de julio de 1992, recaída en autos
sobre despido, así cómo contra cuantos actos procesales
anteriores, desde la citación _. para conciliación y -- juicio,
y. posteriores a dicha Sentencia se· han producido en
virtud· del procedimiento 93/92, seguido en el referido
Juzgado, y en ejecución 3.235/93; . acumulada a'· la
4.917/92, por-el Juzgado de lo Secial núm. 30 de Bar­
celona. Ha compareCido el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Caries Vive'r Pi-Sunyer, quien
expresa el parecer de la Sala.

1. .Antecedentes

1. Por·esérito r~gistrado en este Tribunal el 6 de
agosto de 1993, don Jorge Deleito García, Procurador
de los Tribuna-les, en nombre y representación de don
Miguel Cruz García, interpol1e recurso de amparo contra
la Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 12de·Bar­
celona, dé 31 de julio de 1992, recaída en autos sobre
despido, así como contra cuantos actos procesales ante­
riores; desde la citación para conciliación y juicio, y pos­
teriores a dicha Sentencia se han producido en virtud
del pr:ocedimiento 93/92, seguido en el referido Juz­
gado, y en ejecución 3,.235/93,. acumulada a la
4.917/92, por el Juzg'ado- de lo Social núm. 30 de
Barcelona.

2. El recurso de amparo se fundamenta en ¡os
siguientes hechos:

a) El actor, junto con don Francisco Salvador, _es
socio de «Instituto de Componentes Telefónicos, S.A.»,
de la que- además es administrador. Asimismo, es socio
de «Instaladora de Comunicaciones Telefónicas», cuya
administración corresponde .al señor Salvador. Ambos
socios se enfrentaron en un litigio penal a resultas del
cual al demandante de amparo se le impidió el acceso
a las dependencias sociales, sitas en lá calle Jericó, nú­
mero' 3, de Barcelona, asumiendo la gestión y el control
de. las instalaciones y dependencias de ambas socie­
dades don Francisco Salvador. Desde entonces no volvió
a comp'arecer por dicha dirección, siendo su domicilio
particular, sito en la calle San Quintín, núms.. 33-35, de
Barcelona, conocido parlas trabajadores que quedaron
en lá empresa «Instaladora de Comunicaciones Telefó­
nicas, S.A.». El' actor volvería a tener acceso a los locales
de la calle Jericó, núm. 3, ·en el mes de octubre de
1992, tras el sobreseimiento de las referidas actuaciones
penales.

'b) El 22 de julio de 1993 recibe el ahora deman­
dante la primera noticia del pleito, al serie notificado
el Auto de ejecución a su Letrádo, el cual estaba per­
sonado en una ejecución anterior (la 4.917/92). La noti­
ficación se efectúa al acordar el Juzgado la acumulación
de la pieza de ejecución 3.235/93 (que-es, de la que
trae causa este recurso de amparo) con la núm.
4.917/92, en la que ya se hallaba personado el soli- '·0

citante de amparo. Fue entonces, en efecto, cuando éste
adquirió por ve~ primera conocimiento de la demanda
presentada por los Sres. Sánchez y Giner contra las enti·
dades mercantiles antes crtadas, contra el señor Salvador
y él mismo, por despido, qu~ fueron efectuadas por carta
suscrita por el señor. Salvador;

c) Examinadas las actuaciones, pudo comprobar el
ahora recurrente que constaba en las mismas su domi­
cilio particular, pues fue puesto en conocimiento del
órgano judicial, el '12 de marzo de 1992, por el Abogado
de los demandantes (en la calle San Quintín), tras haber
fracasado su citación en el domicilio de las sociedades.
El órgano judicial remitió la cédula por correo certificado
a esa dirección, constando en autos la devolución de
dichas citaciones, y, ante tal circunstancia, y sin realizar
ni intentarla citación personalmente y por agente, se
procedió a la citación edictal, o celebrándose el juicio sin
su comparecencia y publicándose la correspondiente
Sentencia condenatoria en el «Boletín Oficial» de la
provincia.

d) Posteriormen,e, ante la no readmisión del traba­
jador, se instó· la ejecución del fallo; recayendo . Auto
de extinción de la relación laboral. La ejecución de esta
decisión,; la núm. 3.235/93, correspondió al Juzgado
de lo Social núm. 30, de Barcelona, elcual, mediante
Auto de 28 de junio de 1993, acordó su acumulación
ala ejecuéión 4.917/92; notificándose esta resolución
al Letrado del solicitante de amparo, que se hallaba per­
sonado en la ejecución principal (la 4.917/S2). Momento
éste, precisamente, en el que, como ya se ha reseñado,
el ahora demandante tuvo conocimiento del procedi­
miento.

3. El recurrente alega que 'el órgano judicial ha vul­
nerado su derecho a la tutela judicial efectiva garantizado
en el arto 24.1 C.E" al haberse producido verdadera inde­
fensión con motivo de la falta de citación en forma. Adu­
ce a tal propósito que, conociendo el •Juzgado de· lo
Social núm. 12 su domicilio particular, no sólo debió
ser citado por correo certificado, sino que, ante el resul­
tado negativo de tal forma de citactón, debi6'procederse
a una nueva con las formalidades, requisitos y garantías

_establecidas por el art. 261 y siguientes de la L.E.C.
Al. no actuar de este modo, y acordar el órgano judicial,
sin más, el emplazamiento por edictos, se le privó inde­
bidamente de la posibilidad de personarse en el juicio,
cercenando así sus medios de defensa. Por lo expuesto,
interesó de este Tribunal la declaración de nulidad de
todos los actos procesales -incluida la Sentencia recaída
en el procedimiento, el Auto que declaró extinguida la
relación laboral y los actos de ejecución- posteriores
al escrito de la parteactora, de fecha 12 de marzo­
de 1992, en donde señalaba el domicilio donde debía
ser citado y emplazado personalmente. Mediante otrosí,
solicitó la suspensión de la ejecución de la Sentencia,
que le fue concedida parcialmente por Auto de 25 de
abril de 1994."

4. Mediante providencia de 21 de marzo de 1994,
la Sección Cuarta acordó admitir a trámite la demanda
de ampáro y solicitar ~al Juzgado de lo Social núm. 30
de Barcelona que en'el plazo de diez días remitiera cer­
tificación o fotocopia adverada de las actuaciones corres­
pondientes a los autós de ejecución núm. 3.235/93 y
4.917/92, y al Juzgado de lo Social núm. 12 de Bar­
celona que, en el mismo plazo; remitiese las actuaciones
correspondientes a Jos autos núm. 93/92, instándole,
al tiempo, aque emplazase a quienes hubieran sido parte
en el procedimiento a fin de que pudieran comparecer
en el recurso de amparo.

5. Una vez recibidas las actuaciones y acreditada
la realizaCión de los emplazamientos, la Sección Cuarta,

,mediante providencia de 4 de julio de 1994, acordó
dar vista de lasactuaci-ones por plazo común de veinte
días a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal al objeto
de que presentasen las alegaciones que estimasen
pertinentes. '
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6.. EI21 de julio de 1994, se registró en este Tribunal
el escrito de alegaciones del solicitante de amparo, en
donde se reproducía sustancialmente la argumentación
ya contenida en la demanda, si bien insistía en la per­
tinencia de, aplicar al presente caso la doctrina vertida
en la STC 216/1992.

7. El Ministerio Público presentó su escrito de ale­
gaciones el 1 de septiembre de 1994. En él hacía constar
que esta demanda planteaba' un supuesto respecto del
cual ya existía una jurisprudencia consolidada, citando
como ejemplo reciente la STC 312/1993. Tras constatar
que en este caso concurrían las mismas circunstancias
que en el resuelto eh la citada Sentencia, a saber, que
no se cumplían los requisitos legales para que pudiera
procederse a la citación por edictos, como son el des- '
conocimiento del domicilio o el ignoréjdo paradero, lle­
gaba a la conclusión de que se había vulnerado el arto
24.1 e.E. Interesaba, en consecuencia, deeste'Tribunal
que dictase Sentencia otorgando el amparo solicitado,
retrotrayendo las actuaciones al momento de la citación
á juicio, si bien debían mantenerse los pronunciamientos
respecto de las demás partes en el proceso.

8. Por providencia de 14 de diciembre de 1995,
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 18 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. 'El solicitante de amparo centra su queja en la
indefensión que le ha causado la utilización de las noti­
ficaciones por edictos en relación con el proceso de des­
pido' incoado contra él, su socio don Francisco Salvador
y las empresas «Instituto de Componentes Telefóni­
cos, S.A.» e «Instaladora de Comunicaciones Telefóni­
cas, S.A.», por los Sres. Sánchez Garcíay Giner Mora.
Vuelve a plantearse~ pues, en el presen'te recurso la cues­
tión de si el emplazamiento del demandado al juicio
laboral por medio de edictos, una vez ftacasada una
primera citación por correo certificado, es susceptible
de causar indefensión, según sostienen el, recurrente y
el Ministerio Fiscal. '

2. A este respecto, existe una abundantísima juris­
prudencia que, no por reiterada o bien' conocida, puede
dejar aquí de reseñarse, siquiera en lo que a sus aspectos
fundamentales concierne. Pues bien, según ha afirmado
insistentemente este Tribunal, el derecho a la tutela judi­
cial efectiva garantiza el derecho a acceder al proceso
y a los recursos legalmente establecidos én condiciones
de poder ser oído y ejercer la defensa -de los derechos
e intereses legítimos en un procedimiento en el que se
respeten los principios de bilateralidad, contradicción e
igualdad de armas procesales, lo que, sin duda, impone

,a los órganos judiciales un especial deber de diligencia
en la realización de los actos de comunicación procesal,
que aseguren, en la medida de lo posible, su recepción
por los destinatarios (SSTC 316/1993~ 317/1993 y _
334/1993, entre otras). V, al objeto de lograr la plena
efectividad del derecho, también se ha indicado. que los
órganos judiciales han de procurar el emplazamiento o
citación personal de los demandados, siempre que sea
factible, asegurando de este modo que puedan com­
parecer en el proceso y defender sus posiciones frente
a la parte demandante (SSTC 9/1981 y 37/1984), por
lo que el recurso a los edictos, al constituir un remedio
último para las actos de comunicación procesal, requiere
el agotamiento previo de los medios de comunicación
ordinarios, que ofrecen mayores garantías y seguridad
de recepción para el destinatario, y la convicción, obte­
nida con criterios de razonabilidad, del órgano judicial

que ordene su ut ;lzaClon, de que al ser desconocido
el domicilio o ig~~rado el paradero del interesado, resul­
tan inviables o @rnijt¡les los otros medios de comunicación
procesal (SSTC 157/1987, 171/1987, 141/1989,
242/1991 y 108/1994).

O, para expresarlo cr;n fos mismos términos ya uti­
lizados en otras ocasiones respecto de supuestos muy
semejantes al caso que nos ocupa, lti citación por edictos
en el ámbito laboral se concibe como «una modalidad
de carácter supletorio y excepcional» (STC 312/1993,
fundamento jurídico 1.°). De ahí que, ciertamente, el
emplazamiento personal deba considerarse «un instru­
mento ineludible por cuya efectividad debe el Juez velar
poniendo en la actividad de comunicación la diligencia
que sea razonablemente exigible a la vista de las cir­
cunstancias concurrentes en el caso, como se desprende
de la vigente Ley de Procedimiento Laboral, cuyos arts.
53 y ss., y en especial en su arto 56, dejan a la notificación
por edictos una función excepcional, de tal suerte que
sólo será admisible cuando "una vez intentada la comu­
nicación utilizando los medios razonables, no conste el
domicilio del interesado o se ignore su paradero"» (STC
303/1994, fundamento jurídico 2.°).

3. La aplicación de la doctrina expuesta al caso con­
creto conduce, con toda evidencia, al otorgamiento del
amparo solicitado. En efecto, examinada a la luz de los
antecedentes la actividad desplegada por el Juzgado de
lo Social núm. 12 de Barcelona, cabría identificar los
siguientes datos relevantes para la resolución del pre­
sente recurso de amparo: 1.°) que realizada de forma
infructuosa la primera citación al soliciti:lnte de amparo

.en la sede de las empresas codemandadas, la parte acto­
ra en el proceso a quo, mediante escrito registrado
el 12 de marzo de 1992, puso en conocillJiento del
órgano, judicial su domicilio particular, sito en la calle
San Quintín, núms. 3~-35, de Barcelona; 2.°) que la nue­
va citación, despachada por correo certificado y dirigida
al recién mencionado domicilio, resultó asimismo baldía;
y 3.°) que, sin más trámites, el Juzgado de lo Social
acordó la citación del demandado por edictos, siendo
ésta la vía utilizada para comunicar todas las demás
resoluciones judiciales dictadas en el procedimiento.

En vista de los datos reseñados, no cabe albergar
la menor duda acerca de que el órgano judicial no apuró
su deber de diligencia en el emplazamiento del solici­
tante de amparo, pues, antes de recurrir a la vía edictal,
dejó' de practicar, con el consiguiente incumplimiento
de las normas procesales reguladoras de dicha actua­
ción, otras modalidades y nuevas notificaciones perso­
nales en el domicilio del ahora recurrente, que habrían
permitido dar con su paradero, garantizándole así el
conocimiento de la. existencia del proceso. Pues bien,
si a lo hasta ahora expuesto se añade que no existe
el menor atisbo en las actuaciones que permita· afirmar
que el solicitante de amparo tuvo un conocimiento extra­
procesal del litigio, no puede sino llegarse a la conclusión
de que se produjo la vulneración del aft. 24.1 C.E. denun­
ciada en la demanda.

'4. En su escrito de alegaciones señala el Ministerio
Fiscal la conveniencia de matizar el contenido del fallo,
declarando la nulidad de la Sentencia impugnada y de
todo lo actuado en ejecución tan sólo en los extremos
relativos al recurrente. Sugerencia que procede tomar
en consideración, pues, siendo varios los demandados,
no hay dificultad alguna en mantener los pronunciamie'n­
tos dictados respecto de las demás partes en el proceso
que no han recurrido en esta vía, pudiendo restablecerse
el derecho del actor con la reproducción del acto del
juicio únicamente en lo referente a su eventual respon­
sabil~dad derivada del a9to de despido.
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En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFiERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPANOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en su virtud:

1.° Restablecer al demandante en su derecho a la
tutela judicial efectiva sin indefensión. .

2.° DeClarar la nulidad de la Sentencia Q~I, Juzgado
de lo Social núm. 12 de Barcelona, de 31 de julio
de 1992, dictada en autos núm. 93/92, en el único
extremo en que declara la responsabilidad del actor, así
como de las resoluciones posteriormente" dictadas en
ejecución de la citada Sentencia que se dirigen contra
el solicitante de amparo.

3:° Retrotraer las actuaciones al momento inmedia­
tamente anterior .al acto. del juicio, para que se celebre
nuevamente respecto de los extremos que incúmben
al demandante de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de diciembre de mil
noveci'entos noventa y cinco.--José Gabaldón
López.-Fernando García-Mon y González Regueral.-Ra­
fael de Mendizábal Allende.-Julio Diego González' Cam­
pos.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Fir­
mados y rubricados.

Sala Segunda. Sentencia 191/1995, de 18
de .diciembre de 1995. Recurso de amparo
3.618/1993. Contra Sentencia de'la Audien­
cia Provincial de Santander que resolvió recur­
so de apelación interpuesto contra la del Juz­
gado de lo Penal núm. 2 de Santander en
procedimiento abreviado procedente del Juz­
gado de Instrucción núm. 2 deLaredo en cau­
sa seguida contra la seguridad del tráfico. Vul­
neración del derecho a la tutela judi~ial efec­
tiva: incongruencia omisiva.

La Sala Segunda" del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don' José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-R~gueral, don Julio Die­
go González Campos, don Rafael de Mendizábal Allende, ,
don Car~es Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives Antón,
Magistrados, ha pronunciado '

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.618/93, promovido
, por la Comisión Liquidadora de Entidade~ Aseguradoras
(C.L.E.A.), represel1tada por la Procuradora de los _Tri­
bunales doña María Teresa de las Alas-Pumariño Larra-·
ñaga, contra Sentencia de la Secoión Primera de' la
Audiencia Provincial de Santander, de 3 de noviembre
de 1993, que resolvió el recurso de apelación interpuesto
contra la Sentencia del Juzgado de lo Penal núm. 2'de
Santander de 22 de julio de 1993, en el procedimiento
abreviado núm. 20/91, procedente del Juzgado de Ins­
trucción núm. 2 de Laredo, en causa seguida por delito
contra la seguridad del tráfico. Ha sido parte el Ministerio
Fiscal, siendo Ponente el Magistrado don Tomás S. Vives
Antón, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Mediante escrito que tuvo entrada en este Tri­
bunal el 2 de diciembre de 1993, doña María Teresa
de las Alas-Pumariño Larrañaga, Procuradora de lo Tri­
bunales y de la Comisión Liquidadora de Entidades Ase­
guradoras, en adelante, la C.L.E.A., interpuso recurso de
amparo frente a la. Sentencia dictada por la Audiencia
ProvinCial de Santander de fecha 3 de noviembre de
1993, núm. 211/93, en virtud de la cual se condenó
a la recurrente, como responsable civil directo, al pago
de las cantidades derivadas de daños 'producidos en acci-
dente de circulación. '

2. El presente recurso tiene su origen en los siguien­
tes hechos:

a) En el procedimiento abreviado núm. 20/91, pro­
cedente de lo Juzgado núm. 2 de Laredo, se dictó Sen­
tencia por el Juzgado de lo Penal núm. 2 de Santander,
de fecha 22 de julio de 1993, sobre accidente de trán­
sito, en la que se condenó. a don Juan Jesús Ochoa
San Emeterio, como autor responsable de un delito con­
tra la seguridad deltráfico del arto 34Qbis a), primero,
del Código Penal, a la pena de 100.000, pesetas de
multa, con arresto sustitutorio de diez días en caso de
impago, y de pl"ivaCión de un año del permiso de'con­
ducir, y a indemnizar en la cantidad dé 263.000, pesetas
a don Juan Valcárcel Ortiz, quien fue absuelto, ¡3sí como
la Compañía de Seguros «Segurauto» y el Consorcio de
Compensación de Seguros.

b) Interpuesto recurso de apelación, en el que la
C.L.EA.: que se personó en la instancia, formuló. ale­
gaciones, se··dictó Sentencia por la Audiencia Provincial,
el 3 de noviembre de 1993, en virtud de la cual se
condenó a la Compañía de Seguros «Segurauto» y á
la C.L.EA. « como responsables .civiles directos del tam­
bién condenado, a indemnizar en 263.000, pesetas a
don Juan Valcárcel Ortiz, sin perjuicio de las limitaciones
que por Ley y Reglamento establece el denominado
Seguro obligatorio», confirmando por lo demás la Sen­
tencia apelada.

c) Dicha Sentencia no fue notificada a la C.L.E.A.,
que tuvo conocimiento de la misma el 16 de noviembre
de 1993, al reqúerir el Juzgado, mediante telegrama,
el pago de I~indemnización a que había sido condenada.

3. La recurrente afirma que la persona condenada
en la instancia tenía un vehículo asegurado con la mer­
cantil «Segurauto», que se encontraba en situación de
disolución y liquidación. Conforme a lo dispuesto en el
arto 11.1 c) del Estatuto del-Consorcio de Comp,ensación
de Seguros, aprobado por el·art. 4'de la Ley 21/1990,
de19 de diciembre, el Consorcio resP9nde del pago
de las obligaciones de entidades aseguradoras que estu­
vieran sujetas. a un procedimiento de liquidación inter­
venida, o ésta hubiera sido asumida por la Comisión
Liquidadora de Entidades Aseguradoras. Por su parte,
el arto 4.2 del Real Decreto-Iey 10/1984, de 11 de julio,
fija la competencia de la C.L.EA. para realizar las ope­
raciones de liquidación, y en·su punto tercero taxati­
vamente dispone que, en ningún caso, la misma puede
ser considerada como deudor responsable.

A juicio de la actora, se ha vulnerado el derecho a
obtener tutela judicial efectiva, sin indefensión, protegido
en el arto 24~ lC.E. El reproche constitucional se centra
en la falta de motivación de la Sentencia que, a pesar
de la claridad de los textos legales citados, condena
sin más a la recurrente; -además, se denuncia el vicio
de incongruencia extrapetita, en que incurre la Senten­
cia, pues la recUrrente ni fue condenada en la instancia,
ni fue pedida su condena por ninguno de los apelantes,
por lo que no hubo contradicción en el pleito. Finalmente,


